SENTENCIA DE TUTELA 2a INSTANCIA N° 018
RADICACIÓN:    660013187004201800157-01
ACCIONANTE: NICOLÁS DE JS. CALLE GUERRA
REVOCA Y NIEGA 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HABEAS DATA / REGISTRO DE ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS / LOS DERIVADOS DE INHABILIDADES DE ESTA NATURALEZA TIENEN VIGENCIA DE DIEZ AÑOS / LOS DE NATURALEZA JUDICIAL TIENEN VIGENCIA DE CINCO AÑOS.
Debe advertirse que existen dos tipos de inhabilidades, una de carácter judicial, que es aquella impuesta al ciudadano como consecuencia de un proceso penal, lo que además de generarle un antecedente penal, igualmente le acarrea uno de índole disciplinario, el cual por mandato legal -inciso 3, artículo 174 de la Ley 734/02-, debe registrar la Procuraduría por cinco años, contados a partir de la ejecutoria de la sentencia. La segunda, de índole constitucional y legal, que se aplica para quienes pretenden ocupar un cargo público o desempeñar funciones estatales, y que se hallan consagradas en el canon 122 de la Constitución Nacional y el numeral 1°, art. 38 Ley 734/02.

Al respecto, la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, como juez constitucional, en relación con el tema objeto de estudio, señaló:

“[…] considera la Sala necesario advertir que el fallo de la autoridad que emitió la condena en contra del accionante, si bien es cierto ya superó el término de 5 años desde su ejecutoria -en atención a lo dispuesto en el artículo 174 de la Ley 734 de 2002-, a la fecha no ha culminado el término de 10 años contados desde su ejecutoria, para efectos de desempeñar un cargo público, al cual se refiere el numeral 1º del artículo 38 de la Ley 734 de 2002, el que a su tenor literal reza:

“1. Además de la descrita en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política, haber sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito doloso dentro de los diez años anteriores, salvo que se trate de delito político”. 

Lo anterior, independientemente de que ya se hubiera decretado la extinción de la pena por parte del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad encargado de la vigilancia de la condena que le hubiere sido impuesta.”
                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                 PEREIRA-RISARALDA 
                                     RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, siete (07) de febrero de dos mil diecinueve (2019).
Acta de Aprobación N° 097
Hora: 8:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Oficina Jurídica de la Procuraduría General de la Nación, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción instaurada por el señor NICOLÁS DE JESÚS CALLE GUERRA.
2.- DEMANDA 

Los hechos narrados por el señor CALLE GUERRA, se pueden sintetizar de la siguiente manera: (i) en abril 28 de 2011 fue sentenciado por el Juzgado Único Promiscuo Municipal de  Pueblo Rico (Rda.), a la pena de 96 meses de prisión y multa de 3.000 s.m.l.m.v., por la conducta de extorsión en grado de tentativa, así como a la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal, decisión que fue objeto de apelación y confirmada en segunda instancia; (ii) en octubre 17 de 2014, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Descongestión de Guaduas (C/marca.) le concedió la libertad condicional por un período de prueba de 3 años, y al cumplirse los mismos, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas de Pereira, por auto de abril 11 de 2018 declaró su liberación definitiva; (iii) al solicitar en marzo 15 de 2018 a la Procuraduría General de la Nación varios certificados de antecedentes disciplinarios, daban cuenta que no tenía impedimentos de ley y/o sanción alguna para laborar en uno u otro oficio de cualquier entidad privada u oficial del Estado; (iv) en mayo 11 de 2018 y para suplir los requisitos exigidos por la empresa privada y el Estado, fue a la Procuraduría Regional Risaralda a tramitar un nuevo certificado de antecedentes, notificándosele que en el sistema “SIRI” aparecía con una inhabilidad disciplinaria, producto de una condena penal que todavía estaba vigente por determinación del juzgado de primera instancia y por la gravedad del punible; (v) mediante petición de julio 16 de 2018 solicitó al Procurador General de la Nación se le diera de baja del referido sistema, lo cual le fue respondido en agosto 02 de 2018 donde se le niega lo pedido, e indicándose que la sanción que inició en abril 29 de 2011 estaría vigente hasta abril 28 de 2021, con lo cual se desconoce lo señalado por el juez de primera instancia y lo decidido en segunda instancia por el Tribunal Superior, con lo cual se vulneran sus derechos, y (vi) dicho antecedente que considera extemporáneo, no solo lo perjudica para contratar con el Estado, sino que por dicha tacha la empresa privada le niega el derecho al trabajo, al creer que aun está sujeto a una sanción de impacto penal y por ende disciplinario.

Pide se amparen sus derechos fundamentales al trabajo como medio de reinserción social a la vida social, al buen nombre, la dignidad, al desarrollo social y familiar, a tener un empleo digno y a la integralidad social y familiar.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La acción constitucional le fue asignada inicialmente a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, quien declaró su falta de competencia para conocer el asunto, por lo cual fue asignada al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas, donde se admitió la tutela y se corrió traslado de la misma a la Procuraduría General de la Nación, vinculándose a los Juzgados Único Promiscuo Municipal de Pueblo Rico y Primero de Ejecución de Penas de Pereira (Rda.), quienes así se pronunciaron: 

- Un profesional del derecho adscrito a la Oficina Jurídica de la Procuraduría General de la Nación, informa lo siguiente: (i) como la pretensión va encaminada a que se ordene modificar la anotación que aparece en el Certificado de Antecedentes Disciplinarios, indica que la función de registro de sanciones –penales, disciplinarias, inhabilidades, pérdidas de investidura-, entre otras, se lleva a cabo conforme lo reglado en el artículo 174 de la Ley 734/02; (ii) a la Procuraduría únicamente le compete adelantar los trámites administrativos para el registro de las decisiones judiciales y demás autoridades que cumplan funciones de carácter disciplinario y judicial, y por ende se está en acatamiento de un estricto deber legal; (iii) en el caso en concreto señala que se recibió el reporte de la condena emitida por el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico en contra del accionante y por parte del grupo SIRI -Sistema de Registro de Sanciones y Causales de Inhabilidad- se le informó que se había realizado la actualización del mismo, inclusive con el evento de la extinción de la condena, por lo cual no es visible la condena impuesta; (iv) pese a lo anterior, las inhabilidades de índole constitucional o legal, cuya existencia no depende de la declaratoria del juez o autoridad administrativa en desarrollo de un proceso, ni la extinción de una condena, influyen en la vigencia de las mismas, sino de la aparición de un hecho que genera la inhabilidad, que para este asunto sería el desempeñar cargos públicos, que en su certificado aparece con fecha fin de abril 28 de 2021; (v) tal inhabilidad se encuentra señalada en la ley y no fue impuesta dentro de proceso sancionatorio, generándose simplemente  como producto del quantum punitivo impuesto, que fue superior a 4 años y por un delito doloso, por lo cual se cumplen las exigencias objetivas de la norma, por lo cual la inhabilidad para desempeñar cargos en el Estado será de 10 años, contados a partir de la ejecutoria del fallo; (vi) al tener la Procuraduría la potestad certificadora frente a la ausencia de inhabilidades para el ejercicio de cargos o funciones públicas o para contratar con el Estado, se establece que la entidad acató con su deber legal de plasmar en el Certificado tal circunstancia, y (vii) pide se niegue la pretensión elevada.

- El Juez Primero de Ejecución de Penas de Pereira, comunica que  el señor NICOLÁS DE JESÚS CALLE fue condenado en septiembre 24 de 2018 (sic), por el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico (Rda.), a la pena de 96 meses de prisión, negándole el subrogado de la condena de ejecución condicional, decisión que fue confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior, cuya vigilancia correspondió inicialmente a su homólogo del Juzgado Primero de Guaduas (C/marca.) quien otorgó la libertad condicional en octubre 17 de 2014.  Señala que posteriormente le correspondió asumir el asunto donde se le otorgó liberación definitiva por auto de abril 11 de 2018, en el cual se ordenó comunicar a las entidades que fueron enteradas del fallo, entre ellas la Procuraduría, por lo cual estima que no se ha incurrido en vulneración a derechos fundamentales.

3.2.- Culminado el término constitucional el a quo mediante sentencia de enero 03 de 2019 amparó los derechos fundamentales al debido proceso, trabajo, buen nombre, habeas data e igualdad del señor NICOLÁS DE JESÚS CALLE GUERRA, y en consecuencia le ordenó a la Procuraduría General de la Nación, que dentro de las 48 horas siguientes, expida un certificado de antecedentes disciplinarios al actor, en el cual no conste anotación de sanciones e inhabilidades que hayan sido objeto de su liberación definitiva.

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno, la Procuraduría General de la Nación, por intermedio de uno de los abogados de la Oficina Jurídica, impugnó el fallo y procedió a sustentarlo de la siguiente manera:
(i) de conformidad con el art. 174 de la Ley 734/02, le corresponde al grupo SIRI registrar, entre otras, las sanciones penales, norma que fue declarada exequible en sentencia C-1066/02; (ii) la información contenida en dicho sistema tiene como propósito que las dependencias estatales conozcan los antecedentes de las personas que aspiran a pertenecer al sector público y  tal certificado no constituye un requisito indispensable para quienes aspiren a ingresar al sector privado; (iii) dicho certificado se estandarizó para garantizar que quienes pretendan acceder a cargos públicos lo hagan sin violar el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, y que las entidades tengan certeza de que el nombramiento, elección o posesión no se encuentra viciado; (iv) lo único que ha realizado la Procuraduría es cumplir con la obligación legal, en tanto el actor fue condenado a una pena de prisión e inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas por 8 años, mediante sentencia ejecutoriada en abril 29 de 2011, la cual ya surtió los 5 años para que se inactive el registro de la sanción penal, misma que ya no se evidencia en el certificado, y las inhabilidades ya sean de carácter constitucional o legal no dependen de la declaratoria judicial, sino del hecho generador de esta, y un ejemplo de ello sería para ocupar cargos en el Estado al que alude el numeral 1°, art. 38 Ley 734/02; (vi) el actor fue condenado a pena superior a los 4 años y por un delito doloso, por lo cual la inhabilidad para desempeñar cargos públicos tendrá una duración de 10 años contados a partir de la ejecutoria de la sentencia, y en este caso finalizará en abril 28 de 2021; (vii) si el fallo está encaminado a dejar de lado  la inhabilidad legal, con ello se conmina al SIRI a certificar hechos y circunstancias ajenas a la realidad, y  aunque las decisiones de la justicia son para ser acatadas, lo lógico es que su acatamiento sea física, material y sobre todo normativamente posible, sin que esto último se advierta en este asunto; (ix) la Procuraduría cumplió el fallo de tutela y modificó el certificado del accionante, lo que implicó realizar cambios técnicos al sistema; y (x) al no vulnerarse derecho alguno, pide se deje sin efectos la sentencia de primera instancia.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), acorde con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo opugnado, en cuanto amparó los derechos constitucionales invocados por el accionante. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, modificándolo o revocándolo, según se desprende de lo pedido por los recurrentes. 

5.2.- Solución a la controversia 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El señor NICOLÁS DE JESÚS CALLE GUERRA acudió ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales, puesto que a pesar de que se extinguió la pena que le fue impuesta por el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico (Rda.) por haber incurrido en una conducta punible de extorsión agravada, el certificado de antecedentes disciplinarios expedido por la Procuraduría General de la Nación actualmente registra una inhabilidad en razón de ese proceso, la cual se ha negado a eliminar pese a haber solicitado lo pertinente y que el juzgado dispuso su liberación definitiva por dicho asunto.
Debe partirse por referir que el artículo 277 Superior establece las funciones de la Procuraduría General de la Nación, y en especial los numerales 1º, 5º y 6º de dicha norma disponen que tiene a su cargo vigilar el cumplimiento de las decisiones judiciales y los actos administrativos, velar por el ejercicio diligente y eficiente de las funciones administrativas, y la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñen funciones públicas. De ello se desprende la competencia que ostenta para controlar que las personas que aspiren a vincularse al servicio público o contratar con el Estado, no se encuentren incursos en algún tipo de inhabilidad.

De lo arrimado al dossier se extrae que el señor NICOLÁS DE JESÚS CALLE GUERRA fue condenado por el Juzgado Promiscuo Municipal de Pueblo Rico (Rda.) en abril 24 de 2011, al ser declarado penalmente responsable del punible de extorsión con circunstancias de agravación, e imponérsele una pena de 96 meses de prisión, y multa de 3.000 s.m.l.m.v., así como a la inhabilitación para el  ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la pena principal, con la negativa de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 

Es cierto que de conformidad con lo prescrito en el artículo 174 de la Ley 734/02 los antecedentes judiciales y las anotaciones sobre antecedentes judiciales o disciplinarios se conservan en el sistema por un término de cinco años contados a partir de la ejecutoria del fallo, que en este caso, contrario a lo referido por la Procuraduría, no fue en abril 29 de 2011 -fecha en la que se dictó la sentencia de primera instancia-, sino en otra diferente, toda vez que frente a esa determinación se interpuso recurso de apelación, que fue desatado por esta Corporación en febrero 03 de 2014, confirmándose la sentencia de condena, contra la cual no se interpuso recurso de casación, a consecuencia de lo cual el fallo de condena cobró firmeza en febrero 11 de 2014, y la misma perdió vigencia abril 11 de 2018 con ocasión de la decisión emitida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, en la cual declaró su liberación definitiva.

No obstante, como bien lo anunció la Oficina Jurídica de la Procuraduría General de la Nación, en el certificado de antecedentes del actor no figura en la actualidad información de la mencionada condena o de las sanciones penales que en virtud de la misma se impusieron, lo cual indica que los despachos judiciales dieron aviso oportuno al respecto. Lo que  aparece en el certificado es la inhabilidad legal derivada de la comisión de un punible que afectó el patrimonio del Estado, la cual es de carácter temporal y, por tanto, no ha perdido vigencia. 
Precisamente en el artículo 174 de la Ley 732/02 consagra:
Artículo 174. Registro de sanciones. Las sanciones penales y disciplinarias, las inhabilidades que se deriven de las relaciones contractuales con el Estado, de los fallos con responsabilidad fiscal, de las decisiones de pérdida de investidura y de las condenas proferidas contra servidores, ex servidores públicos y particulares que desempeñen funciones públicas en ejercicio de la acción de repetición o llamamiento en garantía, deberán ser registradas en la División de Registro y Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación, para efectos de la expedición del certificado de antecedentes.

 

El funcionario competente para adoptar la decisión a que se refiere el inciso anterior o para levantar la inhabilidad de que trata el parágrafo 1º del artículo 38 de este Código, deberá comunicar su contenido al Procurador General de la Nación en el formato diseñado para el efecto, una vez quede en firme la providencia o acto administrativo correspondiente.

 

La certificación de antecedentes deberá contener las anotaciones de providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momento.

Cuando se trate de nombramiento o posesión en cargos que exijan para su desempeño ausencia de antecedentes, se certificarán todas las anotaciones que figuren en el registro”.

Dicho precepto tiene un soporte constitucional vigente, en cuanto fue objeto de revisión por parte del órgano de cierre en materia constitucional que en sentencia de exequibilidad estudió la norma y se pronunció de la siguiente manera: 

“[…] En síntesis podemos afirmar que la certificación de antecedentes debe contener las providencias ejecutoriadas que hayan impuesto sanciones dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición, instantáneas. También contendrá las sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes al momento en que ella se expida, aunque hayan transcurrido más de cinco (5) años o sean inhabilidades intemporales como, por ejemplo, la prevista en el Art. 122 de la Constitución Política.

Por lo anterior, con fundamento en el principio de conservación del ordenamiento jurídico, esta corporación declarará la exequibilidad condicionada de la disposición impugnada, en el entendido de que sólo se incluirán en las certificaciones de que trata dicha disposición las providencias ejecutoriadas dentro de los cinco (5) años anteriores a su expedición y, en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momento […]”
 - negrillas fuera de texto-

A su turno el artículo 38 del Código Único Disciplinario, señala: 

“Artículo 38. Otras inhabilidades. También constituyen inhabilidades para desempeñar cargos públicos, a partir de la ejecutoria del fallo, las siguientes:

 1. Además de la descrita en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política, haber sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito doloso dentro de los diez años anteriores, salvo que se trate de delito político”. -negrilla fuera de texto-

Debe advertirse que existen dos tipos de inhabilidades, una de carácter judicial, que es aquella impuesta al ciudadano como consecuencia de un proceso penal, lo que además de generarle un antecedente penal, igualmente le acarrea uno de índole disciplinario, el cual por mandato legal -inciso 3, artículo 174 de la Ley 734/02-, debe registrar la Procuraduría por cinco años, contados a partir de la ejecutoria de la sentencia. La segunda, de índole constitucional y legal, que se aplica para quienes pretenden ocupar un cargo público o desempeñar funciones estatales, y que se hallan consagradas en el canon 122 de la Constitución Nacional y el numeral 1°, art. 38 Ley 734/02.
Al respecto, la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, como juez constitucional, en relación con el tema objeto de estudio, señaló:

“[…] considera la Sala necesario advertir que el fallo de la autoridad que emitió la condena en contra del accionante, si bien es cierto ya superó el término de 5 años desde su ejecutoria -en atención a lo dispuesto en el artículo 174 de la Ley 734 de 2002-, a la fecha no ha culminado el término de 10 años contados desde su ejecutoria, para efectos de desempeñar un cargo público, al cual se refiere el numeral 1º del artículo 38 de la Ley 734 de 2002, el que a su tenor literal reza:

“1. Además de la descrita en el inciso final del artículo 122 de la Constitución Política, haber sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito doloso dentro de los diez años anteriores, salvo que se trate de delito político”. 

Lo anterior, independientemente de que ya se hubiera decretado la extinción de la pena por parte del juez de ejecución de penas y medidas de seguridad encargado de la vigilancia de la condena que le hubiere sido impuesta.

En estas circunstancias, la determinación de la entidad accionada de mantener consignadas las anotaciones registradas al demandante y más aún, de conservar vigente la inhabilidad para ser designado como servidor público se deriva de la aplicación de las disposiciones legales precitadas, que le impone por una parte, inscribir las que se deriven de las providencias ejecutoriadas dentro de los cinco años anteriores a su expedición, y por la otra, garantizar que quien haya sido condenado a pena privativa de la libertad mayor de cuatro años por delito doloso que afecte el patrimonio del Estado
, durante los diez años siguientes a la ejecutoria del fallo, no pueda desempeñar cargos públicos”.
Acorde con todo lo reseñado, no cabe duda que la citada inhabilidad según lo acreditado en la presente acción, y contrario a lo argumentado por el funcionario de primer nivel, sí es aplicable al aquí tutelante, toda vez que incurrió en una conducta dolosa que fue objeto de sanción penal, con una pena superior a los cuatro años.
Y es que si bien es cierto, por parte del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira se decretó la liberación definitiva y en consecuencia la extinción de la pena proferida a favor del señor NICOLÁS DE JESÚS CALLE GUERRA, ello ya se encuentra reflejado en el certificado de antecedentes disciplinarios de la Procuraduría, donde no se aprecia información relativa a la condena impuesta. 

Pero contrario sensu, la inhabilidad general para ocupar cargos públicos o contratar con el Estado debe permanecer vigente, por cuanto a la fecha no han transcurrido los 10 años contados a partir de la ejecutoria de la respectiva sentencia. Así mismo, debe indicarse que contrario a lo esgrimido por el accionante, tal inhabilidad no opera para el sector privado y por ende no puede convertirse en un requisito sine qua non para que no solo a él, sino a cualquier otra persona en igualdad de condiciones a las suyas, se le pueda negar la posibilidad de ejercer alguna actividad laboral con ocasión de un registro de tal naturaleza.

Si bien es cierto la anotación contenida en el certificado de antecedentes disciplinarios le puede ocasionar inconvenientes en su buen nombre, tal afectación está amparada en el cumplimiento de un deber legal que tiene como origen el Código Único Disciplinario, es decir, no se trata de una posición caprichosa y sin fundamento, en tanto tal certificado permite conocer que los ciudadanos que pretendan acceder a cargos públicos, ya sea por designación, concurso o elección popular, así como quienes contraten con el Estado lo hagan sin vulnerar el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, e igualmente que las entidades ante las cuales se posesionen, elijan o designen tengan certeza que ello no se encuentra viciado de nulidad por tales motivos.


No se advierte tampoco que las demás garantías constitucionales invocadas por el accionante estén siendo quebrantadas, puesto que no se ha infringido el debido proceso ni la igualdad con la anotación de la inhabilidad aludida porque la misma se hizo de acuerdo con lo establecido en la normativa, por una autoridad a la que precisamente le fue encomendada esa función, y la cual se aplica a todas las personas que se hallen en similares condiciones a la suya, es decir, que hayan sido condenadas por un delito doloso, con una pena que supere los 4 años. 
Mucho menos se evidencia vulneración al derecho al trabajo, por cuanto como se vio, la inhabilidad que se registra única y exclusivamente tiene efectos para ocupar cargos ante el sector público y no ante una empresa del sector privado, como es aquella en la que al parecer ingresará a laborar el señor NICOLÁS DE JESÚS CALLE GUERRA.
En síntesis, como quiera que por parte de la Procuraduría General de la Nación no se han transgredido los derechos fundamentales del ciudadano NICOLÁS DE JESÚS CALLE GUERRA, por cuanto su actividad estuvo enmarcada en la normativa vigente y en acatamiento de las disposiciones legales y constitucionales, no le queda otra alternativa a esta Corporación que revocar la sentencia dictada por el funcionario de primer nivel y en su lugar negará el amparo reclamado.

5.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, y en consecuencia, SE NIEGA el amparo de los derechos invocados por el señor NICOLÁS DE JESÚS CALLE GUERRA mediante este mecanismo constitucional.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE



JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia C-1066/02.


� Artículo 122 Constitución Política de Colombia.
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